Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 20 minutos.) 


-Quiero comunicarles a los señores miembros de la Comisión que a última hora del día de 
ayer recibí la visita de un representante de la empresa Werba, que había estado en la Comisión en el 
mes de diciembre y que sentía que no tenía chance de que se tuvieran en cuenta sus inquietudes. 
Como el esfuerzo -si es posible- es ver si en el día de hoy terminamos el análisis de este proyecto de 
ley para que la semana que viene lo pueda tratar el Senado y sea enviado a la Cámara de 
Representantes -hace un año que lo están pidiendo; estamos bastante atrasados con este proyecto de 
ley- sugerí que se repartiera todo el material que nos había dejado esa empresa para que al tratar cada 
artículo tengamos en cuenta -o leamos por lo menos- su punto de vista. 


No sé si algún señor Senador tiene inconvenientes en proceder de esa manera. 


SEÑOR BORDABERRY.- No he tenido tiempo de leer, no ya el material correspondiente a la empresa 
Werba, que acabo de recibir, sino el que nos envió el Ministerio, que se me hizo llegar hoy en la 
mañana. Con poca lectura previa, siento que no estoy haciendo bien el trabajo, por lo que me animo a 
proponer que se convoque a una sesión extraordinaria para el martes de la semana próxima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que como en el material surge la posición de Werba artículo por 
artículo, lo vayamos leyendo. Si estamos en condiciones de avanzar, lo hacemos; de lo contrario, lo 
dejamos para la semana que viene. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy dispuesto a tomar en consideración el documento, pero no creo 
conveniente discutir el texto en presencia de personas ajenas a la Comisión. Me parece que se trata de 
cosas distintas, aunque podemos guiarnos por un documento y tener en cuenta lo que en él se dice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La intención es que la Comisión trabaje con los técnicos que nos ayudan, que 
son del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Se hicieron una serie de observaciones y la Cartera 
hizo algunas modificaciones a la luz de los planteos que se realizaron. De manera que, desde ese 
punto de vista, considero muy importante la presencia de los dos representantes del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería para trabajar en los textos correspondientes, porque son ellos quienes nos 
han asesorado y tienen el conocimiento técnico. Por lo tanto, solicito que puedan estar presentes. 


SEÑOR ROSADILLA.- A su criterio, señor Presidente. 


(Ingresan a Sala los representantes del Ministerio del Interior y de la Dirección Nacional de 
Industrias.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado 
da la bienvenida los representantes del Ministerio del Interior y de la Dirección Nacional de Industrias. 


Hemos recibido el nuevo texto y el señor Senador Abreu había pedido especialmente la 
presencia de un representante del Ministerio del Interior para que diera su punto de vista con relación 
al proyecto de ley, cosa que lo invitamos a hacer a continuación. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Buenas tardes señor Presidente y demás integrantes de la Comisión. 


En primer lugar, deseo transmitir el saludo del señor Ministro del Interior, quien me designó 
para representarlo en esta instancia y emitir una opinión sobre el proyecto de ley, que de alguna 
manera era un requerimiento que se tenía desde el punto de vista de la institución, debido a la 
problemática que atiende. 


Antes de ingresar en el análisis del proyecto de ley, sería bueno decir -los señores 
Senadores ya lo saben, pero quiero plantearlo para unificar los criterios- que la comercialización -sobre 
todo la del cobre proveniente del cableado de las instituciones públicas y privadas- es un negocio de 
larga data que este año se ha incrementado. Esta clase de robos forman parte de una cadena muy 
larga, que va desde el que corta el cable en la calle o lo desentierra, hasta su proceso final, pasando 
por depósitos casi al menudeo, grandes depósitos y fundiciones, y la posterior exportación en algunos 
casos. Hasta el momento no hemos detectado la presencia de contrabando, que es una de las 
posibles opciones. 


En este sentido, había una gran falencia porque si bien existía un decreto ley del año 1942 
que daba al Ministerio del Interior competencia en el tema, las multas que podían aplicarse habían 
quedado en desuso. Por lo tanto, esta es una herramienta muy necesaria para controlar este tipo de 
ilícitos. 


Puntualmente, entendemos que los que cortan los cables están en la base de la 
comercialización ilícita. Actualmente, muchos de ellos son gente joven, adictos al alcohol y a las 
drogas; la gran mayoría pertenece al sexo masculino, tienen una posición socioeconómica humilde, 
son de bajo nivel cultural y, por lo general, no trabajan. Esto lleva a que, algunos lugares se compre el 
cobre y, en otros, se cambie directamente por droga, es decir que el dinero ni siquiera pasa por las 
manos de quien corta el cable. 


En cuanto a los depósitos, hay algunos que están regulados, pero hay otros que son 
clandestinos. Hemos visto carteles en algunos barrios de Montevideo y también de Canelones 
avisando que se compra cobre entre $ 90 y $ 120 -últimamente el precio ha subido un poco-; se trata 
de depósitos clandestinos. 


La regulación a través de esta ley va a dar -por lo menos a la Policía- una herramienta para 
controlar los depósitos legales. Sin embargo, deberíamos tener en cuenta quién va a tener en depósito 
los materiales incautados cuando se trate de depósitos que no están dentro del marco legal. De hecho, 
en los barrios encontramos depósitos que en su mayoría no están registrados y que probablemente no 
se registrarán. 


Entendemos que si bien el proyecto de ley es muy amplio, nos da participación junto con el 
Ministerio correspondiente y con instituciones afines al tema. Hay que tener en cuenta que hay un gran 
grupo de reducidores. Entonces, si cuando ocurre el robo podemos determinar que esos cables 
provienen de un delito, estos pasan a estar dentro del marco de un delito; si no podemos probar que 
esos cables provienen de UTE, de ANTEL, de AFE o de cualquier otra institución, no se considera 
delito. Si bien existe un marco legal, la Justicia no tiene un criterio uniforme para aplicar las medidas. 
Por lo tanto, sugiero que luego de crear el marco legal, en la reglamentación se incluyan algunos 
criterios de interpretación. Por ejemplo, en la práctica puede darse el caso de que se detenga a la 
persona con el cable sin quemar, por lo que se puede identificar a quién pertenece. En algo más de un 
90% de estas situaciones, el propietario es UTE. Por lo menos en este año este organismo ha sido la 
víctima más importante; diría que ronda un 95%. Entonces, a pesar de detener al individuo en la calle 
con el cable que pertenece a UTE y con las herramientas en su poder, hay veces que la Justicia o los 
fiscales piden saber en qué lugar se lo cortó. Este hecho es muy difícil. de determinar porque la 
sustracción pudo haber ocurrido en Canelones o en Montevideo y el que lo cortó comercializarlo en 
otro lado. De este modo, los abogados defensores hacen su buen trabajo ya que al no determinarse 
dónde fue hurtado el cable, no se configura el delito y se llega a liberar a las personas, e incluso la 
mercadería incautada. Estos son ejemplos extremos, pero suceden actualmente. 


Hay casos en los cuales, luego de quemado el cable, es muy difícil identificar a qué 
organismo pertenece. A veces los técnicos de las instituciones pueden determinar a quién pertenece 
por el tipo de cable, más que nada por un conocimiento empírico del tema, pero las correspondientes 
defensas logran que esto tampoco se considere un delito. Por consiguiente, no se puede judicializar el 
tema. 


Entrando al análisis de la iniciativa, el proyecto de ley es completo y atiende las diferentes 
modalidades existentes, que van desde el acopio y la industrialización hasta lo relativo a las 


fundiciones. También hay que tener en cuenta que pueden existir algunas fundiciones que no estén 
dentro del marco legal. Por ello, en la reglamentación habría que ver qué se hace con los acopios y las 
fundiciones ilegales. 


Haciendo un trabajo proactivo sobre qué puede suceder cuando se ponga en marcha la 
norma, puede suceder lo que hasta ahora no hemos detectado -no quiere decir que no exista- que es 
el contrabando del material a los países limítrofes. A nivel geopolítico el cobre tiene un valor muy 
superior -en la región mucho más- al que tenía con anterioridad. Por lo tanto, no descartamos que este 
control, que se va a realizar con la creación de las herramientas necesarias para ello -quizás estoy 
entrando en un terreno que el Ministerio correspondiente maneja con más precisión- sea la génesis de 
la existencia de otros delitos emergentes, como puede ser el contrabando de este material tan preciado 
al día de hoy. 


No obstante ello y a modo de análisis del proyecto de ley, entendemos que la disposición es 
completa. Asimismo, nos da las herramientas que precisamos para el control administrativo 
correspondiente y para someter los casos a la Justicia cuando sea necesario, en conjunto con el 
Ministerio que tendrá la correspondiente fiscalización. 


Por otra parte, creemos que es bueno que los señores Senadores tengan en claro que esto 
puede dar lugar a la existencia de nuevos delitos, a los efectos de preverlos en la reglamentación. 


No me quiero extender mucho más. Reitero: es un buen proyecto de ley y nos brinda 
herramientas que no teníamos, pero queda por considerar una ventana, que es lo que tiene que ver 
con los depósitos que no están regulados, sobre todo, al menudeo. A su vez, hay que tener en cuenta 
que puede surgir otro delito, que es el contrabando. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen noción de la cantidad de cable que es robado? Hago esta pregunta 
porque en el día de ayer me dieron una cifra que no sé si tiene visos de realidad. Me informaron que se 
importan 8.000 toneladas de cobre, mientras que se robarían alrededor de 35 toneladas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Los datos que tengo están expresados en metros de cable y podemos 
informar que al mes de agosto -ahora estamos procesando los datos de setiembre y octubre- fueron 
robados 53.346 metros, solo a UTE. El promedio mensual está por encima de los 500 metros y habría 
que reunir la información de todas las seccionales, pero lo cierto es que el volumen de metros robados 
es bastante importante. Además, se da un hecho puntual en el sentido de que algunos organismos, 
como UTE, consideran como cable inutilizado todo el segmento que va entre las columnas. Muchas 
veces parte del material queda en depósito y las cantidades que se tienen en cuenta son las que se 
necesitan para suplantar lo robado. Entonces, puede ser que eso no sea el cien por ciento de lo que se 
robó, y esa puede ser la diferencia con las toneladas. Nosotros no tenemos la información en toneladas 
sino en metros pero puedo afirmar que -estoy hablando de cantidades cerradas que estamos 
procesando a nivel estadístico- que obtuvimos un total de 53.346 metros solamente a UTE. Esa cifra 
continúa creciendo, porque comenzamos el año con un promedio de 250 metros mensuales, en este 
período ya estamos en los 500 y estimamos que el año terminará con 600 metros cable robados por 
mes. Esto demuestra que la cifra es muy importante y que este material es una moneda de cambio 
para obtener droga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, hay que tener en cuenta que el precio del cobre es muy alto y eso 
colabora con el aumento de los robos. 


Corresponde comenzar ahora con la consideración del articulado del proyecto de ley. 


Léase el artículo 1 con las modificaciones propuestas por el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería. 


(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Créase el Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores de 
Metales, en el que deberán inscribirse obligatoriamente todas las personas físicas y jurídicas que 
tengan como actividad principal o accesoria la industrialización, compraventa, importación, exportación, 
depósito o almacenamiento de materiales de cobre o productos con cobre. 


La reglamentación establecerá el plazo y condiciones para la inscripción en el registro creado, 
las que podrán variar según la posición que ocupe en la cadena de comercialización o industrialización 
el sujeto de registro.” 


-Si el señor Senador Bordaberry no tiene inconveniente, me gustaría que también se diera 
lectura al comentario que hizo Werba al artículo 1*. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Propuesta 1: Donde dice: 'comercialización”, debería decir: 'comercialización en plaza o 
exportación' y eliminar donde dice 'o la exportación de productos con cobre”. Fundamento: sería más 
coherente la redacción y se evitaría dedicarle un lugar diferenciado a la exportación que no es otra 
cosa que la comercialización. ¿Cuál sería la razón para exigir un cumplimiento diferenciado a la 
exportación? 


Propuesta 2: El título del Registro debería circunscribirse nominativamente al cobre. Por 
ejemplo: Créase el Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores de cobre, en el que 
deberán...” La redacción propuesta establece que el registro es de ú“Industrializadores y 


y” 


Comercializadores de Metales”. 


-En realidad, están defendiendo la exportación y plantean que en lo que exportan no habría 
cables de cobre robados. Por eso, pretenden que haya mínimos controles sobre la exportación. Eso 
fue lo que entendí de la conversación. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que les asiste razón cuando dicen que en lugar de “metales” se debería 
hablar de “cobre”. Si estamos regulando solo la situación del cobre, no sé por qué se pone “metales”; 
se trata de un Registro de cobre. En ese sentido, parece sensata la observación que se hace, salvo 
que se busque incluir otros metales; de ser así, el día de mañana se necesitará una ley y la 
consideraremos. 


Por tanto, donde dice: “Créase el Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores 
de Metales”, debería decir: “Créase el Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores de 
Cobre”, porque los que se tienen que registrar son los que exportan materiales o productos con cobre. 


Por otra parte, aquí se dice: “en el que deberán inscribirse obligatoriamente todas las 
personas físicas y jurídicas”. Creo que la expresión “obligatoriamente todas” es innecesaria. Si en una 
ley establecemos que se deben inscribir las personas físicas y jurídicas, es obvio que estamos 
incluyendo a “todas” y que es “obligatorio” porque, precisamente, lo está diciendo la ley. Considero que 
estamos agregando más palabras que, en definitiva, quitan claridad al texto. 


Por último, entiendo que lo que plantea Werba respecto de la diferencia entre materiales y 
productos, es razonable. Al final del inciso primero se establece: “materiales de cobre o productos con 
cobre”, pero no entiendo mucho la diferencia. Si se refiere a materiales en un 100% de cobre y a 
materiales que contengan cobre, estaría bien redactado y no haríamos lugar a las observaciones de 
Werba. De todos modos, entiendo que si hablamos de materiales con cobre o de productos con cobre, 
estamos incluyendo a los que tienen una parte de cobre y a los que son totalmente de cobre. Por 
tanto, alcanzaría con poner “productos con cobre” o “materiales con cobre” y así ganaríamos en 


claridad. El Manual de Estilo del diario El País de Madrid enseña que las frases no deben tener más 
de 15 palabras porque se pierde claridad y, a ojo de buen cubero, este primer artículo debe andar entre 
30 o 40 palabras, es decir, el doble de lo que se recomienda. Por tanto, si le quitamos palabras 
innecesarias, estaríamos ganando en claridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a darle la palabra al ingeniero Heijo a efectos de que nos aclare tres 
inquietudes. 


En lo personal, creo que eliminar la palabra “todas” es correcto. Entonces, tendríamos que 
saber si el registro es de metales o solo de cobre y si se debe mantener la expresión “materiales de 
cobre o productos con cobre”. 


SEÑOR HEIJO.- Creo que se había puesto que se creaba el Registro Nacional de Industrializadores y 
Comercializadores de Metales porque el artículo 10 dice: “Facúltase al Poder Ejecutivo, por razones de 
interés general, a prohibir, suspender o restringir, la exportación de cobre o productos de cobre”, 
etcétera. Originalmente ese artículo se refería a metales en general. Para esta iniciativa se tomó un 
proyecto de un Diputado que hablaba de cobre y aluminio. A ese proyecto se le hicieron algunos 
ajustes y se envió como Mensaje del Poder Ejecutivo y de ahí quedó la palabra “metales”. Mediante el 
artículo que acabo de leer no se le daba al Poder Ejecutivo la facultad para incluir otros metales en el 
procedimiento de control y rastreo. Tal como está redactado se refiere sólo a cobre; repito que a través 
del artículo 10 no se dan potestades al Poder Ejecutivo para ampliar a otros metales. Por tanto, creo 
que sería correcto expresar “cobre” en lugar de “metales”. 


Quería hacer una acotación en cuanto a la diferencia entre materiales de cobre y productos 
con cobre. Hay que tener en cuenta que existen cantidad de materiales que tienen cobre como su 
elemento sustancial; básicamente sucede esto en el caso del bronce, que es un material que también 
está sujeto a hurtos, tanto en lo que hace a objetos ornamentales como a los de uso práctico, como 
contadores y válvulas de OSE. Por tanto, si hablamos solo de materiales de cobre, dejamos fuera al 
bronce. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, estaríamos aceptando la posición del Senador Bordaberry en 
cuanto a hablar del “Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores de Cobre” y a 
eliminar la palabra “todas”. Asimismo, mantendríamos la expresión “materiales de cobre o productos 
con cobre”, de acuerdo a la explicación que nos acaban de dar los representantes del Ministerio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que también sería pertinente eliminar en esta redacción la palabra 
“obligatoriamente”, pues no es necesaria. Insisto en que, en la medida en que se exprese “materiales 
de cobre” o “productos con cobre” ya se incluye los que tienen un poco de cobre y los que tienen 
100% de cobre. Sé que se trata de un tema semántico que puede parecer no importante, pero creo 
que si tenemos en cuenta estos detalles haremos mejor nuestro trabajo. Si el material tiene 100% de 
cobre, estará prohibido y si tiene 5% de cobre, también lo estará. Esta es una sugerencia para ganar 
en claridad. 


SEÑOR HEIJO.- No era mi pretensión que se mantuviera la redacción de “materiales de cobre o 
productos con cobre”; simplemente quería explicar por qué se había agregado, pero si se corrige en 
esta parte de la redacción se deberá hacer lo mismo en el resto del articulado, a fin de mantener el 
mismo lenguaje. En definitiva, estoy de acuerdo con lo que se plantea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, las modificaciones al artículo 1? serían las siguientes: donde se dice 
“Comercializadores de Metales”, diremos: “Comercializadores de Cobre”; asimismo, se eliminarían las 
expresiones “obligatoriamente todas” y “materiales de cobre o”. 


SEÑOR ABREU.- No sé si es necesario incluir también en el segundo inciso de este artículo lo que 
figura en negrita, ya que en realidad creo que queda claro si expresamos simplemente: “La 
reglamentación establecerá el plazo y condiciones para la inscripción en el registro creado”. Pienso que 
la reglamentación ya tiene la suficiente flexibilidad, por lo que quizás no deberíamos establecer por ley 
algunos aspectos que, a mi juicio, son propios de su materia. Por tanto, en el segundo inciso yo 


expresaría simplemente, repito: “La reglamentación establecerá el plazo y condiciones para la 
inscripción en el registro creado”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto fue indicado en la sesión pasada y por eso los representantes del 
Ministerio trajeron las modificaciones correspondientes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1. 
(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- El Registro funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
y estará a cargo de la Unidad Ejecutora que este establezca, la que expedirá la correspondiente 
constancia de inscripción al interesado y a los demás organismos públicos que lo solicitaren. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería será además la autoridad competente para las 
actividades de certificación, control y aplicación de sanciones administrativas, que se establecen en la 
presente ley, pudiendo encomendar las actividades de certificación y control a la Unidad Ejecutora que 
establezca”. 


-En consideración. 


Con respecto a esta norma quiero señalar que tuvimos en cuenta el pedido planteado para 
que el Ministerio de Industria, Energía y Minería centralizara esta actividad. 


SEÑOR ABREU.- Estoy de acuerdo con que el artículo diga que el Registro estará a cargo de la 
Unidad Ejecutora que establezca el Ministerio porque, obviamente, si funciona bajo su órbita es este el 
que internamente debe definirlo. 


Ahora bien, creo que en ese mismo párrafo, en lugar de decir “que lo solicitaren”, debería 
decir “que la solicitaren” porque, de acuerdo a lo que allí se establece en cuanto a que “estará a cargo 
de la Unidad Ejecutora que éste establezca, la que expedirá la correspondiente constancia de 
inscripción al interesado y a los demás organismos públicos que lo solicitaren”, la referencia es a la 
constancia, que es un vocablo en femenino. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que en lugar de decir “y estará a cargo de la Unidad Ejecutora que 
este establezca”, debería decir: “que la reglamentación establezca”, porque es la reglamentación que 
dictará el Presidente de la República, actuando junto con el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
la que dirá qué Unidad lo va a hacer. 


Por otra parte, quiero hacer una sugerencia con respecto a la redacción de la norma, no por 
estar en desacuerdo con su contenido sino porque creo que le daría mayor claridad si estuviera 
redactado de la siguiente manera: “El Registro funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. Estará a cargo de la Unidad Ejecutora que la reglamentación establezca, la que 
expedirá la correspondiente constancia de inscripción al interesado y a los demás organismos públicos 
que la solicitaren”. En el caso de la constancia de inscripción, no tengo claro por qué debe expedírsela 


a otros organismos, pero supongo que se trata de un tema con la Aduana y no tengo inconvenientes al 
respecto. 


Mi sugerencia de acortar las frases se debe -lo reitero una vez más- a que las frases muy 
largas quitan claridad al intérprete. Los manuales de redacción dicen que cuando uno llega a la palabra 
decimoquinta se olvidó de la primera; por ende, mi profesor de escritura aconsejaba no hacer frases 
tan largas. 


SEÑOR ABREU.- No coincido con lo de la extensión; no creo que la ley deba ser tan extensa. Pienso 
que este artículo debería decir: “El Registro funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería de acuerdo a la reglamentación que se establecerá”, y punto. Me parece que la expresión 
“constancia de inscripción al interesado y a los demás organismos públicos que lo solicitaren” es de 
una generalidad tal que no tendría mucha utilidad. Me gustaría que fuera la reglamentación la que 
estableciera esos aspectos, que no necesariamente se deben incluir en la ley. Es la reglamentación la 
que debe darle eficiencia o eficacia al funcionamiento del tema. En lo personal, estoy en la misma línea 
que aquellos que piensan que no necesariamente algo demasiado largo puede tener razón. 


SEÑOR HEIJO.- Aunque coincido con lo manifestado por el señor Senador Abreu, en el sentido de que 
esto podría quedar en manos de la reglamentación sin más trámite ni aclaración en el texto de la ley, 
estaba pensando que estamos tratando de lidiar con un problema delictivo y, con respecto al final del 
primer inciso de este artículo -es decir, la frase “a los demás organismos públicos que lo solicitaren”- 
que el Ministerio del Interior debe poder utilizar la herramienta que se crea con esta iniciativa para 
cumplir con sus funciones. Entonces, básicamente, la expresión “a los demás organismos que lo 
solicitaren” se refiere al Ministerio del Interior y a los organismos damnificados por los actos delictivos, 
que podrían ser la UTE, la OSE o cualquier otro que pudiera caer en esa categoría. A lo que se apunta 
aquí es a que puedan hacer un aporte al seguimiento y a la función de policía que ejerce el Ministerio 
del Interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto a los señores Senadores si están de acuerdo con suprimir la parte 
final de este primer inciso o con mantenerla. 


SEÑOR HEIJO.- La reglamentación puede disponer todo eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El inciso primero del artículo 2? quedaría redactado de la siguiente manera: “El 
Registro funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería, y estará a cargo de la 
Unidad Ejecutora que la reglamentación establezca”, y se suprimiría el resto de este inciso. 


(Apoyados.) 
-Entonces, votaríamos el artículo 2*. 
SEÑOR BORDABERRY.- ¿Votaríamos solamente el inciso primero? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, votaríamos todo el artículo; se mantendría el segundo inciso tal como 
está. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se lea nuevamente el segundo inciso de este artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el inciso segundo del artículo 2". 
(Se lee:) 


“El Ministerio de Industria, Energía y Minería será además la autoridad competente para las 
actividades de certificación, control y aplicación de sanciones administrativas, que se establecen en la 


presente ley, pudiendo encomendar las actividades de certificación y control a la Unidad Ejecutora que 
establezca”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que la palabra “además” está de más, que no sería necesario incluirla. 


También me parece que está de más la última parte de este último inciso porque, obviamente, 
las actividades que allí se mencionan se incluirán en la reglamentación. Concretamente, pienso que 
este segundo inciso debería decir: “El Ministerio de Industria, Energía y Minería será la autoridad 
competente para las actividades de certificación, control y aplicación de sanciones administrativas, que 
se establecen en la presente ley”, y punto. Resulta obvio que el resto ya está encomendado a la 
reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se me ha comunicado que los señores Senadores están de acuerdo, se 
va a votar el artículo 2% con las modificaciones expresadas en Sala. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3*. 

(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Tendrán acceso a dicho Registro, en los términos y condiciones que establezca 
la reglamentación, el Ministerio del Interior, la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones 
Eléctricas, la Administración Nacional de Telecomunicaciones y los Gobiernos Departamentales 
quedando obligados a guardar reserva sobre la información obtenida del Registro”. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Por aquello de “sujeto, verbo, predicado”, pienso que el artículo debería decir: “El 
Ministerio del Interior, la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas, la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones y los Gobiernos Departamentales tendrán acceso a 
dicho Registro, en los términos y condiciones que establezca la reglamentación. Estos quedarán 
obligados a guardar reserva sobre la información obtenida del referido Registro”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3% con las 
modificaciones propuestas por el señor Senador Abreu. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4*. 

(Se lee:) 


“Artículo 4”.- Las personas físicas o jurídicas que realicen las actividades descriptas en el 
artículo 1% de la presente ley deberán registrar en la forma que la reglamentación establezca, las 
actividades que a continuación se indican: 


Compra en los casos en los que el vendedor no está habilitado para emitir factura mediante el 
procedimiento establecido en los artículos 7* y 8% del Decreto-Ley 10.233, de 18 de setiembre de 1942. 


Sompraventa en plaza o fuera de ella, mediante factura 


Transporte en el territorio nacional, a través de la respectiva Guía de Tránsito que expedirá la autoridad 
competente o el remito en caso de transportes por cuenta y orden de organismos públicos. 


La documentación referida en los literales precedentes deberá, en todos los casos, identificar 
los números de registro de las partes intervinientes en cada operación y deberá ser exhibida toda vez 
que le sea requerida por la autoridad de control”. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- El acto de registrar refiere a personas físicas o jurídicas y aquí se obliga a que toda 
persona física o jurídica se registre. Sin embargo, el artículo 4% estaría agregando que además deben 
registrarse las actividades. ¿Es ese el sentido? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR ABREU..- Por ejemplo, una vez registrada, la persona dice “llevo a cabo esta actividad”. ¿Es 
este el sentido del artículo? 


Reitero que el registro es para las personas, pero las actividades no se registran; 
simplemente se mencionan, se refieren. No conozco actividades registradas. El registro se hace a 
personas o a determinadas organizaciones. 


SEÑOR HEIJO.- Creo entender la preocupación del señor Senador Abreu. En realidad, no se trata de 
crear una forma diferente del registro establecido en el artículo 1%, es decir que no es la autoridad 
pública la que registra esto. Por el contrario, es la persona física o jurídica involucrada la que debe 
llevar registro y dejar constancia de la actividad en su documentación. 


Quizá podría decirse, por ejemplo: “deberá llevar registro, en la forma que la reglamentación 
establezca, de las actividades que a continuación se indican”: 


SEÑOR ABREU.- En definitiva, el texto podría quedar de la siguiente manera: “Las personas físicas o 
jurídicas registradas de acuerdo a lo establecido en el artículo 1% de la presente ley deberán además 
declarar que desarrollan las siguientes actividades”. 


De esta forma se registran la empresa y la actividad que desarrolla. 


SEÑOR HEIJO.- El concepto supone que la persona no tenga necesidad de presentarse ante la 
autoridad a declarar que va a hacer tal o cual cosa sino que documente, lleve registro de esa 
documentación y la mantenga en su poder en caso de que se le solicite. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero imaginarme esta situación y realmente me cuesta, en especial con la 
nueva redacción que se le ha dado al literal a). 


A aquellas personas que están en la hipótesis del artículo 1% y que deben registrarse les 
estamos imponiendo la obligación de llevar determinada documentación en su contabilidad, algo similar 
a lo que hace la Dirección General Impositiva. Entonces, es lógico darle una redacción un poco mejor 
al inciso primero, como propone el señor Senador Abreu, y constreñirlo, para mayor claridad, 
solamente al artículo 1*. 


En concreto, la redacción propuesta establece: “deberán registrar en la forma que la 
reglamentación establezca, las actividades que a continuación se indican: 


Compra en los casos en los que el vendedor no está habilitado para emitir factura mediante el 
procedimiento establecido en los artículos 7* y 8% del Decreto-Ley N* 10.233”. 


Creo que lo que se está tratando de regular es que si una persona que está registrada le 
compra a alguien que hurtó el cable -en cuyo caso eventualmente puede estar incurriendo en el delito 
de receptación o estar comprando algo robado sin saberlo, porque esto también puede suceder- el 
señor Jefe de Policía pueda preguntar, cuando llegue a la empresa, quién le vendió ese material. Si es 
así, deberíamos establecer la obligación de identificar fehacientemente, mediante el procedimiento 
establecido en los artículos 7* y 8% del Decreto-Ley N* 10.233, a la persona que le vendió el material. 
Me parece que la redacción propuesta no es clara, porque se establece que hay que registrar la 
compra en los casos en los que el vendedor no está habilitado para emitir factura mediante el 
procedimiento establecido en los artículos 7” y 8%, etcétera. Entiendo que lo que se debería decir es 
que se debe identificar siempre fehacientemente a la persona, siguiendo el procedimiento previsto en 
los artículos 7* y 8% del Decreto-Ley N* 10.233, que exige la exhibición de la cédula de identidad, de 
credencial cívica o, eventualmente, hasta la impresión del pulgar. Creo que esta es la situación que en 
los hechos se debe dar: gente que anda con su carrito recorriendo las calles, comprando -se supone- 
cobre en algunos lugares y llevándolo a estas personas, que a su vez se lo compran. 


En definitiva, sugeriría un cambio en la redacción de ese literal a) y también clarificar el primer 
inciso del artículo 4”. 


SEÑOR ABREU.- A veces cuesta un poco trabajar sobre estos temas, porque aquí la figura jurídica es 
muy importante. No necesariamente la compra significa un contrato de compraventa y por fuera de 
esto pueden quedar una serie de actividades que no son compraventa. Puede tratarse de una permuta, 
etcétera, porque siempre se le va a buscar la salida lateral a las exigencias o a las restricciones que 
establezca la ley. La compraventa es un contrato, es un modo de adquirir; entonces, puede ocurrir que 
se busquen otros modos de adquirir para evitar el registro. Estoy buscando la manera para que esto no 
termine siendo letra muerta por la inagotable creatividad de delitos en este tipo de situación. 


Estoy pensando en una palabra que no sea “compra” -podría ser adquisición o enajenación- 
que esté más allá del contrato de compraventa, que es uno de los modos de adquirir el dominio. 
Algunos ejemplos son la accesión, la adhesión y hasta la permuta, porque alguien nos puede decir -y si 
no es una compra no tiene por qué estar registrado- que cambió cobre robado por un calefón que tiene 
en la tienda. La casuística siempre es enemiga de todo lo bueno. Tampoco podemos tener una gran 
amplitud; entonces, si jurídicamente no lo precisamos, podemos correr ese riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mientras quedamos a la espera de la solución del señor Senador, le damos la 
palabra al ingeniero Heijo. 


SEÑOR HEIJO.- Hay dos puntos que fueron señalados que podrían dar lugar a un zumbido en la 
redacción. El literal a) refiere a la situación mencionada por el señor Senador Bordaberry, en la que hay 
un proveedor del acopiador primario, que es una persona física naturalmente informal en cuanto a la 
actividad comercial que desarrolla y que para registrar su actividad es necesario recurrir a lo 
establecido en algunos artículos del Decreto-Ley N* 10.233. En este caso no es el sujeto el que tendría 
que llevar registro, sino que quien lo debería hacer es el que compra, algo que no queda claro en el 
acápite del artículo, de donde se entiende que todos los inscriptos deben llevar registro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a razonar en voz alta para encontrar una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la sensación que todos estamos de acuerdo en que hay un problema 
de redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Cómo se lleva el registro de las distintas operaciones? Hace 100 años el 
Código de Comercio previó que en el libro de comercio quedara asentada cada operación. Con el 
tiempo esto fue sustituido por la factura que obligatoriamente deben llevar los comerciantes y, más 
modernamente, por la factura electrónica. Parecería que estamos tratando de asimilar el registro que 
debe llevarse a una suerte de factura que hay que hacer. Estas empresas son sujetos pasivos del 


Impuesto al Valor Agregado y del Impuesto a la Renta a las Actividades Empresariales por lo que 
deben llevar facturas y documentación suficiente, tanto de lo que adquieren como de lo que venden. 
Acá tenemos el problema de que en la adquisición no hay una factura de venta, porque el señor que 
compra o vende al menudeo, o que va por la feria comprando, no tiene factura porque en general se 
trata de desechos o de elementos que tienen los ciudadanos en sus casas. 


Por lo tanto, creo que en este caso se debería pensar en algún tipo de registro -ya sea 
electrónico, de comunicación al registro, de información mensual o el asentamiento en un libro- de la 
información, con la identificación de quiénes son los participantes en las distintas operaciones. Me 
parece que eso es lo más importante y lo que estamos buscando. La factura de compra o venta es algo 
que ya tiene que existir porque, si no fuera así, se estarían violando las normas tributarias, ya que toda 
empresa debe facturar lo que vende; de lo contrario, está en la ilegalidad. 


Por lo tanto, me parece que habría que terminar este artículo en el primer inciso. Es decir que 
quedaría redactado de la siguiente manera: “Las personas físicas o jurídicas que realicen las 
actividades descriptas en el artículo 1% de la presente ley deberán registrar en la forma que la 
reglamentación establezca las actividades descriptas en el artículo 1*.” La reglamentación establecería 
el resto; a lo sumo, se podría agregar: “La reglamentación establecerá la forma de identificación de los 
vendedores y compradores de los materiales.” Creemos que hay que dejarlo para la reglamentación, 
no para sacarnos el problema de encima, sino porque el avance del comercio y de los medios es tan 
rápido que no podemos determinar qué vamos a hacer dentro de dos, tres o cinco años. Obviamente, 
nadie piensa en volver a asentar en los viejos libros de comercio ni en hacer facturas toda la vida, entre 
otras cosas porque la Dirección General Impositiva ya está implementando la factura electrónica. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: yo había pensado una redacción alternativa, pero creo que 
la redacción del señor Senador Bordaberry es juiciosa. Está bien que la reglamentación especifique 
los procedimientos de control. Mi propuesta consistía en que se dijera que la existencia de los 
materiales o productos con cobre debía estar respaldada con la boleta de compra o con los 
procedimientos especialmente indicados. Sin embargo, me parece que es más juicioso que la 
reglamentación establezca el registro que respalde la existencia y los procedimientos posteriores de 
venta, traslado, etcétera. 


SEÑOR HEIJO.- Estoy de acuerdo en que se deje para la reglamentación la especificación de la forma 
en que deberá dejarse asentado por parte de los actores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que los literales a), b) y c) y el final del artículo quedarían para la 
reglamentación. 


SEÑOR BORDABERRY.- En lo personal, dejaría solamente los incisos primero y final con la siguiente 
redacción: “Las personas físicas o jurídicas que realicen las actividades descriptas en el artículo 1% de 
la presente ley deberán registrar las mismas en la forma que la reglamentación establezca”. Luego 
saltearía los literales y dejaría el último inciso, que diría: “El registro referido” -no es necesario volver a 
mencionar las actividades- “deberá identificar las partes intervinientes en cada operación y deberá ser 
exhibido toda vez que le sea requerido por la autoridad de control”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me interesa saber qué opina el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
sobre dejar para la reglamentación los literales a), b) y c). 


SEÑOR HEIJO.- No hay problema con respecto a la eliminación de los literales; es claro que la 
reglamentación puede invocarlos y, además, es más dúctil en cuanto a ajustarse a la manera en que 
evolucione la forma de registro. 


Con respecto al inciso final, tal vez haya un matiz entre la propuesta del señor Senador 
Bordaberry y la que está establecida aquí. En el proyecto se dice que todos los actores deben 
identificar claramente -en el registro que lleven- el número de registro que establece el artículo 2”. Tal 
vez no entendí bien la propuesta de redacción del señor Senador Bordaberry, pero creo que es 


ligeramente diferente y refiere al registro de las actividades del acápite del artículo que estamos 
tratando. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que la propia reglamentación va a decir cómo se lleva el Registro. A su 
vez, me parece importante establecer su finalidad, que consiste en dar a conocer quiénes son las 
partes intervinientes para que, de ese modo, el día de mañana, si el material es hurtado, el señor Jefe 
de Policía pueda seguir la cadena. 


Por eso sugiero decir: “El registro de las actividades deberá identificar a las partes 
intervinientes en cada operación”. Luego la propia reglamentación establecerá que tiene que ser 
exhibida, pero eso va de suyo. 


SEÑOR HEIJO.- Pregunto si la expresión: “deberá identificar a las partes” no deja la puerta abierta 
para cualquier forma de identificación y no necesariamente refiere a identificarlas de acuerdo con su 
número de registro; me refiero al Registro creado en el artículo 2*. 


SEÑOR BORDABERRY.- Como acá estamos trayendo a una persona que no está alcanzada por el 
artículo 1% y que no tiene que registrarse, creo que obligatoriamente esto se tiene que establecer en la 
norma porque, de lo contrario, la reglamentación le puede decir que se está extralimitando al alcanzar 
a una persona que no está incluida en esa disposición. Ese es el motivo por el cual me parece que hay 
que incluir este concepto. Es más, creo que quizás habría que aclararlo y expresar: “deberá identificar 
a todas las partes intervinientes en cada operación”, porque se está estableciendo una obligación que 
va más allá de quien tiene el deber de registrarse. 


SEÑOR ABREU.- El agregado del señor Senador Bordaberry aclara aún más la disposición, pero me 
gustaría que la reglamentación funcionara, claro está, con las limitaciones que establece la ley. Incluso, 
sugiero utilizar al máximo algún tecnicismo jurídico que a veces no es empleado. Las actividades no se 
describen y, por eso, hay que expresar, por ejemplo, “las actividades referidas en el artículo 1”. No 
debemos decir: “las personas físicas o jurídicas que realicen las actividades descriptas” sino señalar: 
“las personas físicas o jurídicas que realicen las actividades referidas” o “las actividades mencionadas 
en el artículo 1”. La descripción es algo distinto. 


Siguiendo la misma orientación del señor Senador Bordaberry, buscaría que en el último 
inciso se disponga la cobertura suficiente para que la reglamentación no vaya más allá de lo que pueda 
establecer la ley. Ahí sí podríamos decir que “El registro de todas las partes intervinientes en cada 
operación deberá establecerse” o “deberá llevarse a cabo”. Luego viene la reglamentación y, con esos 
límites, se maneja dentro de la discrecionalidad que la ley le da al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la redacción final del artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4”.- Las personas físicas o jurídicas que realicen las actividades mencionadas en el 
artículo 1% de la presente ley deberán registrar las mismas en la forma que la reglamentación 
establezca. 


El registro de todas las partes intervinientes en cada operación deberá ser exhibido toda vez 
que le sea requerido por la autoridad de control”. 


SEÑOR BORDABERRY.- El inciso final del artículo 4* diría así: “El registro de las actividades 
mencionadas deberá identificar a todas las partes intervinientes en cada operación”. 


SEÑOR HEIJO.- Nos parece correcto. Además, identificar a las partes intervinientes es lo que el 
Ministerio del Interior necesita para hacer su trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿es suficiente con lo que se plantea? 
SEÑOR HEIJO.- Creemos que sí, señor Presidente. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Consulto acerca de si eso de que eventualmente va a ser requerido quedará en 
la reglamentación. 


SEÑOR HEIJO.- Así es. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- La exportación de cobre o productos con cobre deberá ser autorizada a cuyos 
efectos los interesados deberán contar con el Certificado de Origen Legal emitido por la autoridad 
competente. 


La Dirección Nacional de Aduanas no autorizará la exportación de cobre o productos con 
cobre sin la presentación del correspondiente Certificado de Origen Legal, debiendo dentro de los 180 
(ciento ochenta) días de vigencia de la presente ley, implementar los mecanismos tendientes a 
identificar las exportaciones de cobre o productos con cobre”. 


- En consideración. 


Quiero recordar que la empresa Werba ha emitido algunos comentarios negativos y propone 
la eliminación del artículo. 


Léanse los fundamentos. 
(Se lee:) 


“Desde junio de 2007 está en aplicación -con el mismo propósito de combatir los robos de 
cobre- un contralor especial a las exportaciones de cobre (Aviso 10 días hábiles antes de embarque; 
canal rojo (máximo contralor aduanero); inspección en la carga por Aduana y técnicos de ANTEL y 
UTE, precintándose el container para su verificación en el embarque. (Orden del Día 043/2007 de la 
Dirección Nacional. de Aduanas, cuya copia adjuntamos (ADJUNTO 2). 


¿Cuál es la razón de que se le aplique a la exportación, adicionalmente, lo que parece ser un 
nuevo requisito de contralor? Por otra parte significaría un tratamiento diferenciado con relación al uso 
de desperdicios y desechos que se industrializan y comercializan en el mercado interno. 


Más allá de lo precedente el texto nos merece además el siguiente comentario y preguntas. 
Preguntas: 1) ¿A qué se refiere cuando dice deberá ser autorizada? 


La redacción es ambigua. Está vigente la Orden del Día No 043/2007 de la DNA recién 
citada, por lo que consideramos existe suficiente control. 


2) ¿Es el propósito agregar una nueva exigencia adicional a esta última? 


En este caso, ¿a qué certificado se refiere el Proyecto? Dada la redacción podría entenderse 
que se referirá al certificado de origen que habitualmente se utiliza en el ámbito del comercio 
internacional. Tal certificado es emitido por entidades delegadas por el Gobierno (Cámaras 
empresariales y otras) cuyo cometido no es 'escudriñar” si se utilizaron desperdicios y desechos 
provenientes de robos -que es el objetivo del proyecto de ley- sino determinar si las mercaderías 
cumplen con requisitos de origen que se pactan entre partes para el otorgamiento de tratamientos 
preferenciales en ámbitos de comercio entre países”. 


SEÑOR ABREU.- Algunas de las observaciones que se formulan son muy razonables. Coincido 
totalmente con lo que se dice sobre el tema del origen puesto que el sistema funciona, no para 
escudriñar, sino simplemente para establecer cuáles son los componentes de determinado producto, a 
los efectos de acceder a los beneficios de acceso a mercados que se establecen en el ámbito del 
comercio internacional. 


Además, el certificado de origen -aquí se habla de “certificado de origen legal” y confieso que 
no sé qué quiere decir “legal” en este caso- es expedido por Cámaras mercantiles y Cámaras de 
comercio que están habilitadas, por ejemplo, la Cámara de Industrias y la Cámara Mercantil de 
Productos del País. De manera que advierto una gran imprecisión sobre el sistema del régimen de 
origen que, a mi modo de ver, no es aplicable en este caso. 


Con respecto a las demás observaciones debo decir que si algo de lo que se plantea aquí ya 
está estableciendo por ley, no debería repetirse. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si interpreto bien el documento de esta empresa, parecería ser innecesario 
este artículo 5%; por otra parte, cuando uno lo lee parecería estar mal redactado en su inciso primero, 
porque dice: “La exportación de cobre o productos con cobre deberá ser autorizada” y yo pregunto: 
¿por quién? No lo definimos. Nosotros suponemos que las exportaciones las autoriza la Dirección 
Nacional de Aduanas; quiere decir que ya hay alguien que las autoriza. Continúa el artículo: “a cuyos 
efectos los interesados deberán contar con el Certificado de Origen Legal emitido por la autoridad 
competente”. ¿Quién es la autoridad competente? ¿El señor Jefe de Policía? ¿La Unidad del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería? La Dirección Nacional de Aduanas debe emitir un certificado de origen 
legal, o sea que tendría que analizar toda la contabilidad de la empresa que quiere exportar y que dice: 
“Revísenme; es todo legal y así exporto”. En ese caso estaríamos yendo contra un principio básico del 
Estado de Derecho: todo el mundo es inocente hasta que se presuma lo contrario. Estamos pidiendo a 
una empresa que suponemos actúa dentro de la legalidad que pruebe que es legal. Pero además de 
eso, según nos dicen, la Dirección Nacional de Aduanas ya hace una revisación especial, por lo que 
ante cualquier duda está facultada a solicitar certificado de inscripción, la documentación, las 
inspecciones que entienda del caso o informar al Ministerio del Interior para que concurra a la empresa 
y revise el material para verificar si es robado, con lo cual no parecería ser necesario este artículo. Más 
aún: creo que alcanza con que el Ministerio de Industria, Energía y Minería se ponga en contacto con 
la Dirección Nacional de Aduanas, le comunique que existe un nuevo registro o sistema y que ahora 
tiene un elemento más para controlar la exportación de estos materiales. Me parece que lo contrario 
sería agregarle más carga a quien trabaja y, si se va a ir por ese camino, hay que establecer quién va a 
autorizar y cómo se va a emitir un certificado de origen legal. Considero que este certificado de origen 
legal será de difícil prueba porque supongo que será con el registro que establezca la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El objeto de la ley es limitar o evitar los robos. Por lo tanto, se están 
planteando regulaciones a los efectos de encontrar mecanismos para lograrlo. La pregunta que 
hacemos a los Ministerios de Industria, Energía y Minería y del Interior es si este artículo ayuda a 
enfrentar los robos. Esta es la inquietud que se acaba de plantear. 


SEÑOR HEIJO.- En realidad, se ha redactado este artículo porque la experiencia previa respecto de 
este control, que muy bien describe la empresa Werba en su presentación, ha dado resultados en 
cuanto a controlar que el producto que se recoge a partir de hurtos no termine comercializándose a 
través de la exportación. Creo que la preocupación de Werba es injustificada porque, justamente, lo 
que pretende el artículo es evitar ese control exhaustivo que se está realizando hoy en día. 


Este control exhaustivo que describe Werba está basado en el hecho de que, en la 
actualidad, no tenemos una trazabilidad de los materiales ni sanciones administrativas. Entonces, 
¿cuál es la respuesta de la Administración? Controlar absolutamente todo. 


Lo que planteamos con este artículo -tal vez esté mal redactado y no transmita 
correctamente la idea- es que solamente con un control documental realizado a partir de los registros, 
de la trazabilidad de todo el proceso y de cómo se llegó a ese material que se va a exportar, pueda 
emitirse un documento -aquí lo llamamos certificado de origen legal, pero podría tener otro nombre- 
que permita establecer con razonable certeza que ese material no tiene un origen espurio. 


Esta medida facilitaría el trabajo a la Administración y también al agente comercial que va a 
exportar porque no tiene que estar sometido a un control físico, sino que basta con toda esta estructura 
de control documental que estamos creando para generar un documento que se proporcionará a la 
Aduana para decirle que no controle ni precinte más y que permita la exportación de ese material. 


SEÑOR ABREU..- Coincido con la intención manifestada, pero me gustaría hacer un planteo para ver si 
podemos distinguir dos cosas, que creo están en el espíritu del Ministerio. De esta manera, no habrá 
confusiones y, además, creo que técnicamente va a manejarlo muy bien. 


Una cosa es la trazabilidad de determinado producto para determinar su origen y si tiene 
algún componente de ilegalidad, y otra cosa es el certificado de origen que, desde el punto de vista del 
comercio internacional, tiene características especiales, se emite en determinados ámbitos y no tiene 
mucho que ver con la legalidad sino con los componentes o los insumos que tiene ese producto para 
poder acceder a las preferencias comerciales que se otorgan. Creo que no habría que confundir esos 
dos temas. 


Tratar de identificar en lo posible la trazabilidad legal significa asegurarme, mediante controles 
-sin entrar en una burocracia excesiva- de que no hay hechos ilegales que están integrando esa 
actividad de la exportación; pero no hay que confundirla con certificado de origen. 


En la Dirección Nacional de Aduanas -sin perjuicio de lo que tiene y de lo que se dice de que 
dispone hoy: el canal rojo y demás medidas como el precintado, que se utilizan en forma muy estricta- 
a pesar de que se utilizan esos controles, estos no necesariamente son la debida garantía para saber 
si hay algún acto ilegal en el camino que culmina con la exportación del producto. Por eso, buscaría 
algo que no confundiera. 


La Aduana, que es la que finalmente autoriza la exportación, ya tiene procedimientos para 
hacerlo. Por tanto, buscaría algún elemento que le dé la viabilidad para autorizar esta exportación, pero 
que se refiera a la legalidad de algunos o, mejor dicho, a la trazabilidad de lo que compone la 
exportación y no necesariamente hablando del tema origen, puesto que puede confundir por la 
superposición de determinada terminología que ya es recibida pacíficamente. 


No sé si fui claro en mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me quedó claro, señor Senador. Lo que se está planteando, es decir, los 
controles de origen que dan las cámaras empresariales -sobre todo en los procesos de integración- 
normalmente se hacen para ver si tienen los insumos nacionales correspondientes y demás, pero 
probablemente no hace al tema. 


Entonces, ¿qué es lo que ayudaría para lograr el objetivo concreto, es decir, evitar los robos? 
¿Qué instrumento sería? Sinceramente, quiero decir que si no estamos en condiciones de resolverlo 
hoy, podemos hacerlo en otra sesión. 


SEÑOR HEIJO.- Evidentemente, aquí no se pretende referir a los certificados de origen preferenciales 
que se aplican para determinar si corresponden las preferencias comerciales derivadas de acuerdos 
comerciales; lo que queremos establecer es que haya una documentación que demuestre que el 


material cumplió, nada más ni nada menos, con todas las exigencias que la ley está imponiendo. O sea 
que podríamos expresar solamente eso, es decir, que la Aduana solo autorizará la exportación en caso 
de que se demuestre documentalmente que se ha cumplido con todas las exigencias de la etapa de la 
comercialización. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me permito ir al régimen general. Olvidemos que se trata de cobre porque de 
repente se roban otros materiales que se pueden exportar. Entonces, cada vez que alguien quiere 
exportar, ¿le vamos a solicitar un certificado de origen legal? Me parece que la Dirección Nacional de 
Aduanas deberá establecer mayores controles con determinados bienes que parezcan ser fruto de 
algún robo y, en esos casos, informará a la autoridad para que actúe, y si hay dudas, se irá a la 
empresa exportadora para revisar los registros correspondientes. Entonces, no me parece correcto que 
se agregue una nueva obligación. 


Además, se plantea crear una oficina que establezca una declaración que diga que el material 
es de origen legal, cuando todos sabemos qué sucede en estos casos. Se saca un certificado legal 
para exportar y de repente venden en plaza el material, generándose una serie de segundos mercados 
y certificados. Lo que parecería ser lo normal para el cobre u otro producto que se sospeche fue 
robado es que se lleven registros y canales rojos por la Aduana y se informe a la autoridad 
correspondiente cuando hayan dudas sobre las actividades, dándole la facultad -como ocurre con esta 
propuesta- para que vaya a esa empresa a revisar la documentación correspondiente. Creo que esta 
es la mejor forma de control; me parece que no debe irse por ese camino porque considero que se 
agrega otra traba en la materia que ni siquiera ayudaría. 


Permítame una digresión, señor Presidente: cuando estaba en el Ministerio de Turismo y 
Deporte quería establecer una zona Schengen entre Uruguay, Argentina y Brasil en el Mercosur. Por 
ejemplo, cuando se ingresa a Europa se pasa por migración una sola vez. En ese momento se me dijo 
que si el control no se realizaba, podía entrar cualquier delincuente al país. Pero el que es delincuente 
y quiere entrar al Uruguay, ¿va a Migración, entrega la cédula, dice que es Al Capone y que quiere 
ingresar al país o se sube a una chalana y cruza el Río Uruguay? Entonces, ¿No es mejor que pueda 
ingresar? Y esto es lo mismo: llenamos de requisitos a los que actúan en la legalidad y, al hacerlo, en 
definitiva estamos fomentando a los que actúan en la ilegalidad. 


Debemos dar a la autoridad los instrumentos para que actúe. Los que están en la legalidad, 
que lleven todos los requisitos que sean necesarios, pero no les agreguemos más certificados, lo cual 
va a dificultar la actividad de las empresas que actúan lícitamente, pero no de las otras. 


SEÑOR ROSADILLA.- A través del proyecto de ley que está a estudio se crean una serie de 
instrumentos para verificar, controlar, aplicar sanciones, etcétera. Además, hemos determinado que 
esos instrumentos van a estar bajo la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería en la unidad 
ejecutora que la reglamentación luego determinará. Por lo tanto, cualquier actividad legal que se 
realice, incluida la exportación, va a estar sujeta a este conjunto de normas que estamos discutiendo. 
Se podrá entender que la actividad de exportación necesita un control especial. En realidad, diría que 
es la menos sospechosa porque por los volúmenes y los controles adicionales a que está sujeta, el 
hacerlo por fuera de las normas legales es mucho más riesgoso. 


Por lo tanto, creo que este artículo debería determinar exclusivamente que los procesos de 
exportación deberán necesariamente contar con el certificado -y no con la habilitación- que demuestre 
que la empresa está habilitada por el registro. Luego, de despertarse sospechas -y no solo en el ámbito 
de la exportación, sino también en lo que refiere a la comercialización interna- se procedería de 
acuerdo a lo que establece el registro. En ese caso, se buscará información respecto a las existencias, 
a dónde se compró el material, al procedimiento que se utilizó para su obtención en el caso de que no 
se hubiera comprado, a cuánto se vendió y a quién, y a todos aquellos aspectos que ustedes conocen 
porque son especialistas. De acuerdo con el texto actual, se obliga a que cada vez que se realice una 
operación de estas, taxativamente se tenga que hacer todo un balance. Seguramente hay empresas o 
empresarios que son insospechables o que cuando se los verifica periódicamente nunca presentan 
defectos entre la operación y lo declarado. En cambio, sí puede haber operaciones que aparenten ser 
sospechosas y que, por tanto, se haga necesario actuar. 


Hago este planteo para no tener que aplicar esto como un sistema que termine siendo 
ineficiente, ya que luego se buscará alguna forma de burlarlo. Quizás podríamos continuar con el 
análisis de los otros artículos y mientras tanto pensar en alguna redacción que establezca 
exclusivamente la obligatoriedad de que la operación de exportación sea expresamente autorizada. 
Esto no significa que todas las veces tenga que hacerse un balance ya que la empresa que va a 
exportar tiene que estar inscrita en el registro y, además, debe demostrarlo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Entendemos que al elaborarse este proyecto de ley se está demostrando que 
hay consciencia de que estamos ante un problema grande que hay que solucionar y que mucho del 
cobre robado en nuestro país sale por la vía de la exportación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Más que para el consumo interno? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quizás sí, pero no puedo asegurarlo porque no tengo elementos como para 
hacerlo. 


Creo que de alguna manera esto está determinando la necesidad de una inspección taxativa 
previa al trámite aduanero, lo que quizás pueda exceder las capacidades de la Aduana. En la 
actualidad hay pocas empresas, pero en un futuro podrían ser más y me parece que no estaría de más 
determinar que esa inspección, en lugar de ser taxativa, debería hacerse de vez en cuando con alguna 
exportación. De esta forma se introduce un elemento de control adicional en manos de la unidad 
respectiva del Ministerio y ese sería un requisito previo. Esto se haría en forma aleatoria y no en todas 
las exportaciones, del mismo modo que se hace con otros controles aduaneros como, por ejemplo, 
cuando entramos o salimos de algún país. En consecuencia, me parece que no estaría mal hacer una 
inspección, además de la rutinaria. 


SEÑOR VIEIRA.- Este artículo 5% surge exclusivamente como consecuencia de la experiencia llevada 
adelante por el Ministerio de Industria, Energía y Minería junto a los inspectores de UTE y de Antel en 
el año 2008. En ese año se realizaron 21 inspecciones a exportaciones de productos con cobre, que 
estuvieron a cargo fundamentalmente de dos empresas. En las primeras inspecciones que se 
realizaron al cien por ciento del material exportado se encontraron productos de origen dudoso, que 
fue identificado por los funcionarios de UTE y de Antel, motivo por el cual dichas exportaciones no se 
autorizaron. Posteriormente se comenzó una etapa en la que se brindó un entrenamiento al personal 
de esas empresas exportadoras para que pudieran identificar los materiales de procedencia dudosa, a 
criterio de los inspectores de los entes referidos. Luego se continuó con la inspección a boca de 
contenedor del cien por ciento del material exportado y esa es la razón por la cual aquí se menciona el 
tema del precintado del contenedor. Esto surge, reitero, porque se encontró -y reafirmo las 
expresiones del representante del Ministerio del Interior- en boca de contenedor material de dudosa 
procedencia, así como también material de dudosa procedencia en otras etapas del proceso 
productivo. 


SEÑOR ABREU.- Me pongo en el lugar de los representantes del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, pero lo que ocurre es que la expresión “de dudosa procedencia” es de excesiva subjetividad. 
Establecer un mecanismo por el que se obligue a obtener un certificado legal de origen para combatir 
esa “dudosa procedencia” me parece que va a crear una cadena de burocracia y de dificultades que, 
entre otras cosas, puede entorpecer la dinámica de las exportaciones de los productos que no son de 
dudosa procedencia. Me gusta más el sistema aleatorio de la inspección, porque si bien no se da 
siempre, el que está exportando se expone a ser descubierto si trabaja con un producto de origen no 
legal. Como dije, le tengo miedo a la excesiva burocracia al exigir un certificado legal. No sé si la 
casuística ayuda a mejorar el sistema o si tiene la eficiencia suficiente para eliminar la exportación de 
productos con cobre obtenido ilegalmente. Entiendo que no es un tema fácil de solucionar, pero me 
gustaría -así como se usan los canales rojos, verdes y amarillos, algunos de los cuales son más 
estrictos que otros; incluso, existe la posibilidad de llevar a analizar un producto a un laboratorio en 
determinadas circunstancias- que se tratara de un elemento discrecional de la administración y no de 
una obligación permanente, como es la de requerir un certificado legal. No creo que podamos eliminar 
de forma definitiva la palabra “dudosa” de nuestra suspicacia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que la expresión “de dudosa procedencia” no figura en el 
texto. 


Me convencieron las palabras de los representantes del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en el sentido de que habría que redactar algún artículo, aunque no sé bien cual sería en estos 
momentos. Por eso propongo postergar el artículo 5% y continuar con el resto del articulado. 


SEÑOR HEIJO.- Quería hacer un comentario para erradicar la palabra “origen”, que tiene una carga 
semiótica. Pienso que en vez de hablar de “Certificado de Origen Legal” podríamos hablar de 
“Certificado de Conformidad con lo dispuesto por la presente ley” que es lo que, en realidad, se trata de 
establecer aquí. No podemos hablar de un certificado de legalidad porque el material no es ilegal; 
además, eso sería resorte de la Justicia y no materia administrativa. Cuando el ingeniero Vieira se 
refirió a materiales de origen dudoso, no utilizo la palabra “ilegales” porque no se llegó a implementar 
semiplena prueba para que hubiera procesamiento; simplemente había una opinión de los técnicos de 
UTE y ANTEL en el sentido de que el material no era legal. Reitero que como eso no se pudo 
establecer, hasta el momento podemos hablar de material de origen dudoso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que deberíamos dejar para el final el artículo 5% y continuar con el resto 
del articulado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pienso que lo que debería aclararse es que la Dirección Nacional de 
Aduanas no autorizará la exportación de productos con cobre sin la presentación del correspondiente 
certificado de inscripción en el registro. Digo esto porque cuando surjan esas operaciones de dudosa 
legalidad a las que hizo referencia el ingeniero Vieira, si existe la inscripción en el registro, el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y la Dirección Nacional de Aduanas, de acuerdo a esta ley, tendrán la 
potestad de ir a inspeccionar. Es decir, si la persona exporta tantos kilos de cobre y el certificado está 
al día, deberá acreditar la legalidad. Creo que con el certificado de inscripción es suficiente. Ahora 
bien, habría que prever la posibilidad de que, si se constata que el origen del producto no es legal, se 
saque a la persona del registro. Y al suceder esto, la persona no puede exportar más. Algo similar 
sucede actualmente en el caso de la Dirección General Impositiva, que nos da a todos los 
contribuyentes un certificado -por determinado lapso- de que estamos al día con nuestras obligaciones, 
sin el cual no podemos hacer determinadas operaciones. Es decir, la DG! no anda localizándonos 
permanentemente para ver si estamos al día; en mi caso, es la Caja Profesional la que cada tantos 
meses me envía el certificado de que estoy al día y, si no es así, no puedo cobrar el sueldo. 


Me parece que deberíamos contar con un certificado un poco más genérico, que es el de 
inscripción, con la potestad de ser suspendido. De esta manera no pasaríamos al privado los deberes 
del Estado, porque de lo contrario va a suceder que el día de mañana el Banco Central va a decir que 
hay que preguntar si no proviene del narcotráfico. Eso es seguir trasladando al ciudadano las tareas 
que debemos hacer nosotros desde el Estado, y no creo que eso sea lo mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos para el final el artículo 5*. 


SEÑOR ABREU.- Lo que está planteando el Senador Bordaberry es la eliminación del artículo 5%. Es 
decir, no se trata de que haya que redactar un nuevo artículo, sino de la eliminación de un paso en el 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero lo estoy postergando porque, en los hechos, nosotros sentimos que 
algo debería establecerse, aunque no sabemos exactamente qué es. 


Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“El Ministerio de Industria, Energía y Minería, podrá disponer inspecciones a los locales e 
instalaciones a los fines de comprobar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley, a 


cuyos efectos deberá serle exhibida la documentación que acredite la inscripción en el registro y las 
operaciones mencionadas en su artículo 4”. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería podrá actuar, en su tarea inspectiva, en concurso 
con otras instituciones públicas tales como el Ministerio del Interior, Intendencias Municipales o 
empresas públicas afectadas por el comercio ilegal de cobre o productos con cobre”. 


-En consideración. 
A continuación, léanse las observaciones realizadas por Werba a este artículo. 
SEÑOR BORDABERRY.- Esas observaciones son al texto anterior. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto. De todas maneras, pueden ser útiles para tener una idea al respecto. 
Léase la propuesta de Werba. 
(Se lee:) 


“Cambiar donde dice 'podrán disponer' por 'podrán solicitar al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería se autorice a realizar una inspección a los locales...', y se agregue que: “El Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, como autoridad de aplicación de la presente ley, estará presente en todas 
las inspecciones conjuntamente con las entidades citadas precedentemente”. 


Nos parece que el Ministerio de Industria, Energía y Minería, como autoridad de aplicación, 
debería mantener monitoreadas y armonizadas las actuaciones, pudiendo a la vez ganar información, 
experiencia y conocimiento acumulado sobre el tema” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- No sé si es necesario que el artículo haga referencia a los locales e instalaciones 
porque puede suceder, por ejemplo, que el producto no esté en ese tipo de lugares. Por tanto, se 
debería utilizar el criterio general de decir: “podrá disponer inspecciones que considere necesarias a 
los fines de comprobar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley”. Ahí pondría un 
punto y seguido y a continuación diría: “A tales efectos el Ministerio podrá exigir la exhibición de la 
documentación que acredite la inscripción en el registro y las operaciones mencionadas”. 


SEÑOR HEIJO.- Si la referencia tiene que ver con la nueva redacción... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es así. 


SEÑOR HEIJO.- Entonces, creo que la sugerencia de “considere necesarias” en lugar de “locales e 
instalaciones” no presenta inconvenientes porque además de ser más amplia, se sobrentiende que 
las inspecciones se van a realizar en locales e instalaciones. 


Tampoco tenemos inconvenientes con la propuesta realizada con respecto a la puntuación. 


No se comentó el segundo inciso que, además de tener en cuenta lo que se señaló en la 
sesión anterior, contempla la inquietud planteada por Werba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6% con las modificaciones 
presentadas por el señor Senador Abreu y con el agregado: “de la presente ley”. O sea que terminaría 
diciendo: “en el artículo 4% de la presente ley”. 


(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 7”. 

(Se lee:) 


“Artículo 7*.- La omisión en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley 
determinará la aplicación de una multa de 100 a 500 UR (cien a quinientos unidades reajustables), el 
decomiso de los bienes en infracción así como la baja del registro creado por esta ley, el que no podrá 
autorizarse nuevamente hasta transcurrido 1 (un) año a contar desde la fecha de la resolución que 
disponga la baja”. 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Como señaló el señor Senador Bordaberry, se va a plantear la eliminación en el 
artículo 5% que vamos a reconsiderar, por lo que es importante que una de las sanciones sea la de la 
eliminación del Registro. En el caso de este artículo, esa eliminación es complementaria a la aplicación 
de una determinada multa y su carácter es transitorio, lo que me genera dudas porque si se 
comprueba que se cometió un delito importante no debería aplicarse una sanción por solo un año, sino 
que debería quedar definitivamente eliminado del Registro, porque la creatividad en estos casos puede 
llevar a distintas situaciones. Entonces, me gustaría que la sanción fuera muy efectiva y que aquel que 
exporta un producto que tiene cobre -u otro tipo de componente- robado o incorporado en violación de 
la ley, no pueda exportar más. 


SEÑOR ROSADILLA.- Discrepo en parte con lo expresado por el señor Senador Abreu porque el 
artículo refiere a “La omisión en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley”, y estas 
pueden ser de distinto orden, como por ejemplo no llevar el registro correspondiente, que no significa 
obligatoriamente que se haya cometido un delito sino que sencillamente puede tratarse de un desorden 
administrativo. 


En todo caso y acompañando lo que se ha dicho en relación a quienes no cumplen estas obligaciones, 
pienso que lo del Registro podría ser definitivo si, además, la Justicia -no ya la investigación- 
comprueba que estuvieron incursos en delito. Creo que este artículo, tal como está planteado, es 
correcto. O sea que estamos hablando de omisión en el cumplimiento de las obligaciones, que son de 
diverso orden y en ese sentido las multas y, en general, las penas, creo que están bien escalonadas 
para quienes no cumplen con las obligaciones de este proyecto de ley. Habría que agregar un artículo 
para el caso de que se cometa algún delito -del tipo que sea- comprobado por la Justicia, por lo que 
podría darse una eliminación, una baja definitiva del Registro y su posterior no admisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- El señor Senador Rosadilla ha expresado mejor de lo que lo habría hecho yo 
mismo lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, este artículo quedaría redactado tal como está. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, señor Presidente; habría que agregar una nueva norma para el caso de 
que haya delito comprobado. Creo que debería considerarse todo tipo de delito porque, ¿cómo vamos 
a tener registrado a alguien que comete delitos? ¿Solamente vamos a no permitir que esté en el 
Registro a quien roba cobre y lo vende? ¿Quizás a alguien que rapiña lo vamos a tener también 
registrado? A quien hace defraudación tributaria, ¿no se le exigirá un certificado de buena conducta 
para estar inscripto o una constancia de estar al día con las obligaciones tributarias? Porque si se 


constata el robo y hay condena de la Justicia, supongo que se ordenará eliminar del Registro a la 
persona en cuestión y no se permitirá que se registre la empresa o empresas que estén integradas por 
esas personas. Esto es lo que supongo y no sé si he interpretado bien lo que dijo el señor Senador 
Rosadilla. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero hacer una pequeña acotación. Cuando hablamos de delitos, hay que 
tener en cuenta que entre el procesamiento y la condena hay un espacio de tiempo que ameritaría la 
suspensión. Estoy hablando de antes de la eliminación, mientras no hay una sentencia definitiva. 
Aclaro que no soy abogado, pero creo que es importante contemplar la suspensión. 


SEÑOR BORDABERRY.- El peligro de eso es que, quizás, se pueda suspender a una empresa 
mientras está en curso el procesamiento de sus directivos, etcétera, pero al cabo de un año o dos el 
Tribunal de Apelaciones puede revocar el procesamiento o el Juez de Primera Instancia no establece 
condena; ahí tendríamos un caso en el que se le prohibió desempeñar su actividad a esa empresa, 
incurriendo en responsabilidad del Estado. De esa manera, se propiciaría un lindísimo juicio contra el 
Estado para el que nosotros, los abogados, nos postularíamos todos porque, con toda seguridad, lo 
ganaríamos. De ahí que tal vez en estos casos, lamentablemente, se deba requerir, fundamentalmente, 
la sentencia condenatoria para suspender o dejar afuera del Registro. 


SEÑOR ABRELU.- Trato de ver, por ejemplo, el perfil de una empresa exportadora de esta naturaleza. 
Veo que acá, por ejemplo, la empresa Werba exporta metal no ferroso, y se hace mención al aluminio, 
bronce, cobre, estaño, latón, plomo, zamac, zinc y varios. Si aparece en una exportación un 
determinado componente de cobre que tenga un origen ilegal o lo que fuere, la suspensión o exclusión 
del Registro debería afectar la actividad de toda la empresa, incluidos aquellos metales no ferrosos que 
nada tienen que ver con esto. Hay que tener mucho cuidado y ser muy drásticos en la sanción, pero 
sabiendo que cuando se impone la exclusión del registro también se impide a la empresa exportar 
todos sus productos; ya no se afecta exclusivamente a la parte que tiene cobre, materiales o productos 
con cobre sino al plomo, al zamac, al zinc, al estaño, etcétera y la empresa cierra -por decirlo de 
alguna manera- o la ponemos en una situación muy difícil. 


Intentaría ser lo más drástico posible en lo que refiere al tema del cobre, en lo que es la 
finalidad de la ley y también en la sanción, pero tratando de evitar que esta termine yendo más allá de 
lo que puede ser la vida de una empresa que tiene una diversidad de producción y de exportación 
mucho más extensa que la simple exportación de material de cobre o de productos con cobre. 


SEÑOR BORDABERRY.- Estamos de acuerdo con la norma y con lo que dijo el señor Senador 
Rosadilla en cuanto a redactar un nuevo artículo que prevea esa situación. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo que mencionó el señor Senador Bordaberry me hizo pensar nuevamente. 
Estimo que hay que ser firme en la redacción porque la eliminación de la posibilidad de que alguien 
inicie una actividad o tenga un registro debe contemplar plazos establecidos; no puede ser 
indeterminada. De acuerdo con todo lo que he visto en el ordenamiento jurídico -sin ser especialista en 
el tema- puedo decir que siempre hay una graduación que debe ser respetada. Me refiero a qué tipo de 
delito, para qué, etcétera. Cuando se castiga un delito, en parte se puede imponer la exclusión o la 
inhabilitación para determinadas actividades, pero eso siempre tiene un plazo. 


En definitiva, quienes saben de esto tendrán que afinar el lápiz. 


SEÑOR BORDABERRY.- El señor Secretario me señala -creo que con razón- que en el artículo 7% hay 
un “el” que parece no ser adecuado. Tal como viene la redacción, parecería que se refiere al nuevo 
registro pero en realidad tiene que ver con la baja del registro. Habría que cambiarlo, pues, por el 
artículo “la”. 


Me parece que estas frases tan largas -lo digo de nuevo- deberían limitarse. Por ejemplo, 
podríamos terminar en la palabra “ley” con un punto y luego decir: “No podrá autorizarse nuevamente 
la inscripción hasta transcurrido un año a contar de la fecha de resolución que haya dispuesto la baja”. 


No sé si fui claro, pero dividiría la frase y en la última parte haría referencia a que no estamos hablando 
de la baja sino del alta en el registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría reiterar la propuesta, señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- La primera parte iría hasta la palabra “ley”, allí pondría un punto y luego 
continuaría: “No podrá autorizarse un nuevo registro inscripción hasta transcurrido un año a contar de 
la fecha de resolución que haya dispuesto la baja”. 


SEÑOR ABREU.- Coincido con lo que plantea el señor Senador Bordaberry, pero quizás el exceso de 
redacción pueda llevar a confundir. Me parece que sería mejor decir: “La omisión en el cumplimiento”, 
etcétera, “el decomiso de los bienes en infracción así como la baja del registro creado por esta ley, de 
acuerdo a lo que disponga la reglamentación”. De esta manera, la baja del registro es administrada por 
la reglamentación y no establecemos esta rigidez del año y todo lo demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 7* tal como quedaría redactado. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- La omisión en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley 
determinará la aplicación de una multa de 100 a 500 UR (cien a quinientos unidades reajustables), 
el decomiso de los bienes en infracción así como la baja del registro creado por esta ley, de acuerdo a 
lo que establezca la reglamentación”. 


-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 
“Artículo 8*.- Agrégase al artículo 341 del Código Penal el siguiente numeral: 


“8) Cuando como consecuencia del hurto se produjere un corte en el suministro del servicio 
público afectado”. 


Agrégase a las agravantes previstas en el artículo 350 bis del Código Penal el siguiente 
numeral: 


3) Si la receptación tuviere por objeto un bien destinado a un servicio público o de utilidad 
pública”. 


-En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Había hecho algunas observaciones desde el punto de vista del Derecho 
Penal. 


Creo que una de las causales ya estaba prevista en el artículo 341 del Código Penal. 
Concretamente, esta última norma establece como circunstancia agravante la de que el delito se 
cometiera sobre cosas existentes en establecimientos públicos o destinadas al servicio público. Si bien 
parecería, por la redacción, que son distintas, ambas conductas son las mismas, porque obviamente 
que para cortar un suministro de servicio público, se debería utilizar algo destinado al servicio público. 
De manera que creo que lo que se propone ya está previsto dentro de la agravante del numeral 6 del 
artículo 341 del Código Penal. Esa norma textualmente establece: “Si el delito se cometiera sobre 
cosas existentes en establecimientos públicos” -no es el caso- “o que se hallaren bajo secuestro, o 
expuestas al público” -tampoco es el caso- “por la necesidad o por la costumbre destinadas al servicio 
público”. Es decir que ya hay una agravante cuando hay un delito sobre cosas destinadas al servicio 
público. 


SEÑOR ABREU.- Además, la disposición que cita el señor Senador Bordaberry agrega: “o de utilidad, 
defensa, reverencia o beneficencia pública”. Es decir que la propia figura de la utilidad pública también 
está incluida en el mencionado numeral 6, que refiere a las circunstancias agravantes del delito de 
hurto. 


SEÑOR BORDABERRY.- A esto agrego que el supuesto no es de servicio público, sino que se roba y 
se produce un corte como un agravante más. Obviamente, al producirse el corte estamos ingresando 
en la hipótesis del numeral 6 del artículo 341, por lo que eso parecería innecesario. 


SEÑOR HEIJO.- Ya habíamos tomado nota de la preocupación del señor Senador Bordaberry y al 
respecto consultamos a los abogados del Ministerio, pero preferimos no hacer ninguna sugerencia 
porque como se trata de una cuestión estrictamente de técnica legislativa lo dejamos a consideración 
de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, ¿qué dijo el Departamento Jurídico del Ministerio? 


SEÑOR HEIJO.- Que hay una redundancia entre el agravante propuesto y el que figura en el numeral 
6 del artículo 341. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que se le está dando la razón al planteo del señor Senador 
Bordaberry. 


Concretamente, ¿qué propone el señor Senador Bordaberry? 


SEÑOR BORDABERRY.- La eliminación de la primera parte del artículo, que refiere al artículo 341 del 
Código Penal. En cambio, se mantendría el segundo párrafo, que dice, “Agrégase a las agravantes 
previstas en el artículo 350 bis del Código Penal”, etcétera. 


El secretario me señala que en realidad la referencia debería hacerse al literal c) en lugar de 
al numeral 3). 


(Dialogados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 8% con la redacción propuesta. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Agrégase a las agravantes previstas en el artículo 350 bis del Código Penal el 
siguiente literal: 


“c) Si la receptación tuviere por objeto un bien destinado a un servicio público o de utilidad 
pública'.” 


SEÑOR BORDABERRY.- La palabra “agravante”, ¿es masculino o femenino? 


SEÑOR ABREU.- El subtítulo del artículo dice “Circunstancias agravantes”. Entonces, se podría 
establecer la siguiente redacción: “Artículo 8%.- Agrégase a las circunstancias agravantes previstas en 
el artículo 350 bis del Código Penal el siguiente literal: 


“c) Si la receptación tuviere por objeto un bien destinado a un servicio público o de utilidad 
pública'.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8% con la redacción a que se dio 
lectura. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 9* fue eliminado. Corresponde pasar al artículo 10, que vendría a ser el 9%, aunque 
me advierten por Secretaría que también fue eliminado. 


SEÑOR HEIJO.- La eliminación del artículo 10 responde a la inquietud que se había planteado en la 
sesión anterior, en cuanto a llevar esta disposición al artículo 5*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 11, que pasa a ser 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9*.- Exonérase de la inscripción en el registro creado por esta ley a la Administración 
Nacional de Usinas, Transmisiones Eléctricas y a la Administración Nacional de Telecomunicaciones y 
Obras Sanitarias del Estado”. 


-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 12, que pasa a ser 10. 


“Artículo 10.- Facúltase al Poder Ejecutivo, por razones de interés general, a prohibir, 
suspender o restringir, la exportación de cobre o productos con cobre”. 


-En consideración. 
Esto tiene que ver con el artículo 5*. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 5% puede tener una referencia específica, pero acá estamos haciendo 
mención a razones de interés general. Creo que darle al Poder Ejecutivo esa posibilidad implica 
discrecionalidad que uno no está en condiciones de administrar. Lamentablemente no está la señora 


Senador Dalmás, que era la que había tenido una posición discrepante, pero este tipo de facultad 
incluso puede permitir el incumplimiento de algún tipo de obligación o puede dejar abierto un camino 
que no pueda ser controlado por el Estado en sus obligaciones de acceso al mercado de importación y 
exportación. No me gustaría dejar esta facultad al Poder Ejecutivo de esta manera porque me parece 
excesivamente discrecional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, vamos a leer lo que expone la empresa Werba, que 
propone eliminar el artículo. 


(Se lee:) 
“PROPUESTA Eliminar este artículo. 
FUNDAMENTOS: 


1ro.) La exportación está ya incluida entre las actividades obligadas a registrarse y cumplir con 
lo dispuesto en los artículos 1 a 4 del Proyecto. No vemos razón para incluir esta contingencia 'colgada' 
sobre la cabeza del sector exportador diferenciando el tratamiento dado a las otras actividades 
incluidas en el Art.19%, que como mínimo, teóricamente pueden ser vehículo para que escape cobre 
proveniente de robos. En todo caso debería incluirse que el Poder Ejecutivo podría también prohibir, 
suspender o restringir el contrabando lo que obviamente suena a ridículo, aunque es a nuestro juicio, y 
al sentido común, la vía por la cual escapa el cobre robado, y así lo hemos mencionado a autoridades 
oficiales. No obstante el proyecto de ley no establece ningún tipo de medida, recomendación ni 
comentario al respecto”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que sería inconstitucional porque el artículo 7? de la Constitución 
establece que nadie puede ser privado, entre otros, del derecho al trabajo, a la propiedad, a la libertad, 
etcétera, “sino conforme a las leyes que se establecen por razones de interés general”. En realidad, 
nosotros estamos haciendo una delegación al Poder Ejecutivo para que establezca una razón de 
interés general, pero ella debería estar contenida en la ley. Si en el futuro surge la necesidad y el Poder 
Ejecutivo quiere limitarlo, debe venir al Parlamento, justificar esos motivos de interés general y pedir la 
limitación. Es una situación similar a la que se dio en esta misma Legislatura cuando se quiso limitar el 
derecho al trabajo de los médicos, en aquella ley de emergencia sanitaria que nosotros votamos 
favorablemente. Nosotros entendimos que no era inconstitucional porque por ley se estaba 
estableciendo un motivo de interés general para limitar la situación de trabajo. Eso se puede hacer por 
ley, pero hay que citar los motivos de interés general. En estos casos no podemos hacer una 
delegación inconstitucional de las facultades del Poder Legislativo en el Poder Ejecutivo; incluso creo 
que cualquiera que vaya a la Justicia tiene muchas chances de ganar. 


SEÑOR HEIJO.- En la sesión anterior escuchamos este mismo comentario y consideramos que 
estamos ante una cuestión de resorte de la Comisión y no ante una cuestión técnica que nos competa. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me adhiero a lo ya expresado y prefiero analizar en cada caso específico las 
razones invocadas en beneficio del interés de la Nación más que dar esa potestad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como representante del Frente Amplio, voy a seguir la línea de un ex-Ministro 
de Industria, Energía y Minería, que está dando su posición; no voy a tener más remedio que 
acompañarlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿A cuál de los tres se refiere? 
SEÑOR PRESIDENTE.- La respuesta es muy clara. 


(Hilaridad.) 


-Entonces, queda eliminado el artículo 12 que pasaba a ser el 10. 
Léase el artículo 13 que ahora pasa a ser el 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- El Ministerio de Industria, Energía y Minería determinará, dentro de su ámbito 
de competencia, la unidad encargada de la aplicación de la presente ley.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Esta disposición ya la votamos en el artículo 2%, que comienza diciendo: “El Registro 
funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería, y estará a cargo de la Unidad 
Ejecutora que este establezca”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que este artículo también queda eliminado. 
Léase el artículo 14, que pasa a ser el 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 14”.- La presente ley entrará en vigencia a partir de los diez días contados desde su 
reglamentación por el Poder Ejecutivo, la que deberá dictarse en el plazo de 90 días a contar desde la 
promulgación de la presente ley.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde definir lo relativo al artículo 5% sobre el que hay tres posiciones. Una consiste en 
eliminarlo; otra, del señor Senador Bordaberry, se basa en incluir algo que tenga que ver con la 
Dirección Nacional de Aduanas; y hay una tercera, del señor Senador Rosadilla, que volvemos a oír a 
los efectos de tomar resolución sobre este tema. 


SEÑOR ROSADILLA.- El tema quedó más claro después de que discutimos el artículo 6* a través del 
cual le conferimos al Ministerio la potestad de inspeccionar. Como a veces es posible que se lleve 
adelante una operación de exportación sin que esté informada esta unidad encargada del registro, 
sugiero la siguiente redacción: “Previo al inicio de los trámites de exportación de productos con cobre, 
la unidad que la reglamentación determine deberá ser informada de la misma y extenderá un 
certificado a los efectos de poder iniciar el trámite.” Nada más que “informada”. ¿Por qué? Porque así 
puede detectarse, por ejemplo, que está exportando una empresa que, en su actividad habitual, de 
acuerdo a los controles, mueve muy pocos volúmenes. Eventualmente la información permite actuar, 
inspeccionar. 


A esto agrego, para mayor claridad, una orden de la Dirección Nacional de Aduanas. Para el 
caso de las exportaciones, hay cosas que ya se están aplicando: el aviso con diez días de anterioridad, 
la presencia de gente de UTE y de Antel, etcétera. Digamos que hay una serie de resguardos que ya 
están establecidos y me parece que debería expresarse que antes de iniciar la exportación hay que 
informar; por ejemplo, se tendría que señalar: “Voy a hacer tal trámite de exportación por este costo”. 

La unidad ejecutora, que tiene todo este registro, podrá determinar, por ejemplo, que es natural, que 


está dentro del ritmo lógico, o indicar que hay algo que no le cierra; incluso -como señaló el señor Jefe 
de Policía- puede tener como esquema realizar eventualmente y cada tanto una inspección previa a 
esos trámites de exportación. Entonces simplemente se informa; además, en el certificado consta que 
fue informada, nada más, o sea que no es que autorice ni nada por el estilo. 


SEÑOR ABREU.- El que autoriza la exportación es la Dirección Nacional de Aduanas. Debemos 
identificar quién es el que informa. 


Se me ocurre que podría decirse: “La Dirección Nacional de Aduanas, previo a la 
autorización de una exportación de cobre” -luego el texto continuaría tal como hemos visto- 
“comunicará este trámite” -o “esta solicitud”- al Ministerio de Industria, Energía y Minería”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por mi parte, coincido con la propuesta del señor Senador Rosadilla. Creo 
que es sensata y, además, puede ayudar a los fines estadísticos, porque esta unidad del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería llevará el registro de cuánto cobre se exporta efectivamente y podrá 
informar sobre la situación. Lo único que me genera duda es poner esto del lado de la Dirección 
Nacional de Aduanas, porque se está colocando del lado del Estado el tiempo del trámite. 


Quizás sea más sencillo establecer que la Dirección Nacional de Aduanas no autorizará la 
exportación de los productos con cobre si no se acredita ante la misma: 1) el certificado de inscripción 
en el registro que se crea por la presente ley y 2) que se ha comunicado por parte del exportador la 
exportación que se va a realizar. Obviamente, será más sencillo que el exportador vaya al Ministerio, 
en lugar de esperar por la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑOR HEIJO.- Quizás lo que propone el señor Senador Bordaberry pueda ser más complicado, 
incluso desde el punto de la Administración, porque implica que el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería debe comunicar a la Dirección Nacional de Aduanas que fue informado de cuál es la 
exportación que se va a realizar. En la práctica se implementaría un tipo de licencia previa de 
importación. A su vez, el hecho de que la Aduana comunicara al Ministerio sería mucho más expedito; 
cuando se numera un DUA de exportación, antes de proceder a autorizarlo por vía informática ya 
podría incorporar esa información al registro del Ministerio. 


Por consiguiente, nos inclinamos por lo que proponía el señor Senador Abreu. Podría decirse 
que la Dirección Nacional de Aduanas, previo a la autorización de exportación de productos con cobre, 
comunicará la solicitud al Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR ROSADILLA.- Me gustaría que fuéramos más precisos en esto. Se me ocurre que sería mejor 
expresar que la Dirección Nacional de Aduanas, al recibir la solicitud -o, si se quiere, antes de iniciar 
el trámite- deberá comunicar al Ministerio de Industria, Energía y Minería la solicitud recibida. Esto 
obliga a que la primera etapa del trámite sea la comunicación al Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En suma, ¿cómo quedaría redactado el artículo? 


SEÑOR HEIJO.- “La Dirección Nacional de Aduanas, previo a dar trámite a la exportación de productos 
con cobre, comunicará la solicitud al Ministerio de Industria, Energía y Minería.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quisiera señalar que el artículo 7* en la redacción que fue aprobada contempla 
a las personas físicas y jurídicas que tengan como actividad principal o accesoria la industrialización, 


compraventa, importación, exportación y depósito, y habla de que se registren. Sin embargo, no hay 
sanciones para los que no se registren. 


(Dialogados) 


-Quizá no me expliqué correctamente. El artículo 7” establece una serie de sanciones que 
van desde multas en unidades reajustables al retiro del registro, pero no están contemplados aquellos 
que nunca se inscribieron y puede darse, sobre todo en operaciones, que encontremos alguna 
empresa que tenga como actividad principal o accesoria algunas de las descritas en el primer inciso, y 
no se dispusieron sanciones para ellas. Si encontramos un depósito, lo único que ameritaría sería 
decirles: “Inscríbanse”. Las empresas que están inscriptas, cuando no cumplen con determinados 
requerimientos son objeto de sanciones, pero lo único que podríamos hacer con las personas físicas o 
empresas que no están inscriptas es denunciarlas al Ministerio correspondiente y obligarlas a que lo 
hagan. 


SEÑOR ABREU.- Creo que la reflexión del señor Fernández es buena, pero lo que estamos haciendo 
es creando un Registro donde todas las personas físicas y jurídicas están obligadas a inscribirse. El 
que no se inscribe está comercializando ilegalmente. Por lo tanto, cuando se descubre un 
comercializador de cobre que no está registrado, no solo tendrá una sanción porque no está dentro de 
las condiciones del proyecto de ley sino que será objeto... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Va preso. 
SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pero hay que decirlo, de lo contrario los Jueces no van a actuar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que de acuerdo a como está redactado el artículo 7, aquel que no está 
inscripto está omitiendo una obligación contenida en este proyecto de ley. Se implanta la obligación de 
registrarse y al estar omiso en el cumplimiento de las condiciones establecidas en este proyecto de ley, 
se le aplicará una multa de 100 a 500 unidades reajustables y el decomiso de los bienes en infracción. 
Quizá debiéramos mejorar la redacción del artículo 7” porque se establece una sanción que no se va a 
poder aplicar, que es la baja del Registro. Por lo tanto en lugar de “así como” debería decirse: “y la baja 
del registro creado por esta ley en caso de que estuviera inscripto”. Le agregaríamos esta anotación y 
no le haríamos mucho más cambio. 


En función de los expuesto, solicito la reconsideración del artículo 7”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que debería ser de justicia agregar aquí: “Para el caso de que no hubiera 
registro, no podrá ser concedido por determinado tiempo”, porque si al que está registrado le damos 
de baja, al que no lo está, por lo menos lo castigamos de alguna manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo quedaría redactado? 


SEÑOR BORDABERRY.- Sugiero la siguiente redacción: “La omisión en el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en esta ley determinará la aplicación de una multa de 100 a 500 UR (cien a 
quinientos unidades reajustables), el decomiso de los bienes en infracción y la baja del registro creado 
por esta ley en el caso de que el infractor se encontrara inscripto en el mismo. 


No se autorizará una inscripción o reinscripción del infractor hasta transcurrido un año a 
contar de la fecha de la resolución que disponga la baja”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso se había sacado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe, señor Presidente. Me equivoqué; entonces, no deberíamos poner 
la última parte. Creo que la redacción debería ir hasta lo de la nueva autorización; eso no habría que 
incluirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría la redacción propuesta por el señor Senador Bordaberry. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- La omisión en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley 
determinará la obligación de una multa de 100 UR a 500 UR (cien a quinientas Unidades 
Reajustables), el decomiso de los bienes en infracción y la baja del registro creado por esta ley en el 
caso de que el infractor se encuentre inscripto en el mismo”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Y luego de un punto y aparte, se agregaría: “Todo ello, de acuerdo con lo 
que establezca la reglamentación”, que fue lo que aprobamos hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Este proyecto de ley ha sido aprobado por la Comisión y pasa al Plenario para ser tratado la 
próxima semana. 


SEÑOR BORDABERRY.- Propongo que el miembro informante sea el señor Senador Rosadilla. 
(Apoyados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


